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      Para Ángeles, que tanto y tanto tiempo me ha soportado.


      Y para Marta y Antonio, esos tesoros de los que nos sentimos

      tan orgullosos.

    

  


  
    
      


      NOTA DEL AUTOR


      Muchos de los capítulos de este libro están novelados para relatar de manera más literaria los acontecimientos que en ellos se explican y hacerlos, así, más digeribles para el lector.


      Los principales datos del libro están sacados de fuentes muy diversas: desde sumarios hasta publicaciones de los últimos treinta años pasando por organismos oficiales, bases de datos públicas (que he ido extrayendo de los registros sin pausa desde la década de los ochenta), informes de detectives, policiales y judiciales y, evidentemente, testimonios de primera mano que han vivido de cerca situaciones descritas.


      Por desgracia, algunas de estas fuentes, esencialmente las que presenciaron en persona anécdotas políticas o participaron de alguna manera en las historias que aquí se mencionan, me solicitaron la preservación de su anonimato. Para no dar lugar a que algunos episodios se puedan atribuir a fuentes citadas en otros párrafos, decidí no identificar con nombres y apellidos ninguna fuente.


      Quisiera dar las gracias a muchas de las personas a las que molesté durante meses con preguntas y peticiones enrevesadas, inoportunas, complicadas e incluso anacrónicas. Gracias a mi familia por tolerar mi anárquica vida y aún más anárquico trabajo. Gracias a compañeros periodistas. Gracias a funcionarios de la Administración. Gracias a viejos amigos que siempre me han ayudado a verificar datos. Gracias a profesionales de diversos ámbitos. Y, cómo no, gracias a algunos veteranos políticos a los que admiro, a los que conozco desde hace decenas de años, personas íntegras con las que he discutido en cientos de ocasiones sobre lo divino y lo humano. Son políticos de todos los colores que ya bregaban el cobre hace tres décadas, cuando muchos de los hoy altos cargos de los gobiernos todavía vestían pantalón corto. A algunos de ellos los conocí en el lejano 1981, cuando salté al ruedo del periodismo político siendo apenas un chaval imberbe. Mi más sincero agradecimiento a todos ellos por haber abusado de su sapiencia y de su paciencia.

    

  


  
    
      


      1. EL GOLPE


      El control


      Su nombre era Ángel, pero podía ser cualquier otro, porque hay gente que no tiene nombre. O al menos nombre real. Solo consta su nombre oficial. Por tanto, pasará a la historia con ese nombre, aunque sus compañeros de trabajo le llamaban por otro incluso más común. Ángel era de esas personas de las que nunca se sabe por qué van y vienen. No se sabe tampoco para quién trabajan.


      Llevan siempre encima varios teléfonos móviles y de vez en cuando hacen cosas insospechadas. Como, por ejemplo, la que le llevó a Barcelona en el verano de 2002. Barcelona tiene fama de ser una ciudad insufrible cuando hace calor. Su encajonamiento entre la sierra de Collserola, señoreada por el Tibidabo, y los ríos Llobregat y Besòs la convierten en una olla, cuya presión atmosférica y humedad ambiental aumentan con la polución desprendida por las fábricas de los polígonos industriales del área metropolitana y la intensa circulación. El calor se pega a la piel y penetra hasta los huesos, aumentando la sensación de agobio. Ángel ya conocía esa sensación, porque había estado en Barcelona muchas veces; pero en esta ocasión todo era distinto. Un antiguo colaborador le había dado el santo y seña de un buen golpe y solo necesitaba de su habilidad para conseguir lo que quería. Y vaya si era un buen golpe. Sin riesgo: entrar, copiar y salir. Nada de complicaciones, nada de cámaras y nada de perros.


      Se trataba de hurgar en un ordenador perteneciente al despacho más misterioso y cotizado de Barcelona.


      —Todo lo que necesitas está en este ordenador. Solo hay que llegar a él —le dijo el informador mostrándole un burdo plano de un despacho dibujado en una servilleta del bar.


      —¿Estás seguro de que tienen todo ahí? —inquirió Ángel mirando con desconfianza el plano


      —Seguro. Mi información es de primera mano.


      —¿Pero no le llevan las cuentas y los negocios en Diputación?


      —Sí, pero las claves están en su despacho. En el ordenador de Júnior no encontrarás apenas nada. El cerebro es el otro, el Puig. Es su máquina la que hay que mirar. Las empresas en Cataluña, las empresas en el extranjero, las inversiones, los contactos exteriores, los nombres de los testaferros, las cuentas fuera… todo lo que quieras lo encontrarás ahí, pero en el que yo te digo. ¿Tú sabes lo que valdría una información como esta?


      Por ese despacho, aseguraban en bufetes empresariales y políticos, había que pasar si uno quería tener éxito. Desde él se movían voluntades y negocios. Eso es lo que decían. De hecho, el despacho de la sexta planta de la calle Ganduxer 5-15 era el centro de la vida político-empresarial-administrativa de Cataluña. ¿Era una leyenda urbana? ¿Realmente existen despachos influyentes de esta naturaleza? Podría ser. De todos modos, el tema pintaba bien, el objetivo tenía nombres y apellidos, pero de los de lustre: detrás del ordenador estaban Jordi Pujol Ferrusola y Jordi Puig Godes. El primero era hijo del presidente catalán, Jordi Pujol i Soley. Todos decían que era un bon vivant, un comisionista que se estaba haciendo de oro. Jordi Puig era hermano de Felip Puig, consejero de Política Territorial y Obras Públicas, que también había sido secretario de Organización de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), el partido que gobernaba la Generalitat entre 1996 y 2000. Su peso dentro de la organización, sin embargo, era enorme. De hecho, era el líder natural del sector independentista de Convergència.


      Ambos Jordis eran socios desde hacía años, y Pujol Ferrusola había compartido el colegio Costa i Llovera con Felip Puig, hermano de su socio. Las dos familias habían crecido política y empresarialmente juntas. Francesc Marc Àlvaro remarca su vínculo en una escueta pero reveladora frase en su obra Ara sí que toca!: Jordi Pujol Ferrusola, Felip Puig y Ramon Forn «hicieron un típico viaje juvenil en tren por Europa el año 1975, el de la muerte de Franco».1 Jordi Pujol Ferrusola, a quien apodaban indistintamente Júnior, JPF o El Nen, además tenía hilo directo no solo con la Presidencia del Gobierno, por algo estaba allí su padre, sino con el entonces conseller en cap (consejero jefe), un joven llamado Artur Mas, que, como él, había trabajado años atrás en el holding de Tipel, propiedad de la familia Prenafeta, y en el holding de La Seda de Barcelona. El despacho, pues, estaba bien comunicado, y las leyendas urbanas no podían ir muy desencaminadas. Ángel había oído esas leyendas en sus viajes a Barcelona y encargó a uno de sus confidentes la verificación de algunos extremos. Y una información como la que le contaban ahora podría valer muchos millones de pesetas… o incluso de euros, la moneda que acababa de ponerse en circulación.


      —¿Qué dices, Angelito? ¿Lo hacemos? —le preguntó su interlocutor bebiendo un sorbo de cerveza y mirándolo fijamente—. Es pan comido para ti, un juego de niños. Luego se la vendemos o la ponemos en circulación y nos abrimos.


      En algunos círculos le llamaban Angelito, incluso en su empresa. Tenía cuarenta y cinco años, era de baja estatura y su cuerpo se había ensanchado en los últimos años, hasta apuntar algún michelín descontrolado pugnando por hacerse notar. Enarcó las cejas, miró alternativamente a su interlocutor y al plano y asintió lentamente con la cabeza. De hecho, no había firmado la renovación del último contrato y podía permitirse el lujo de una aventura como esta. No incurría en competencia desleal.


      Ángel esperó a que la noche se adueñase de Barcelona y enfilase la madrugada y se movió ágilmente por la calle Ganduxer. Había estado allí de visita unos días antes, con la excusa fácil de visitar una empresa. Conocía la arquitectura del lugar y no le fue difícil penetrar en el despacho que deseaba y copiar todo lo que había en el ordenador que le interesaba. Luego, salió dejando todo como estaba. Era un juego de niños para él, a quien habían entrenado para eso. Por algo se había convertido en uno de los mejores especialistas en lo que se llamaba «intrusiones físicas», un experto en abrir puertas y desmontar cerraduras. Un auténtico «pata negra».


      Llegó sin problemas al despacho. Atisbó las escaleras que subían y se dirigió a ellas. Llegó al pequeño distribuidor. A su derecha tenía la puerta de la oficina de Jordi Pujol. Era el despacho grande. Frente a él, la del lugar que le interesaba. Entró. A su derecha, iluminó con la linterna el espacio de la caja fuerte que su contacto le había señalado. Lo importante estaba delante, sobre la mesa. Y a ello se dedicó. Apenas le costó extraer una copia y decidió hacer una ruta turística por el despacho. Se fijó en que había cientos de libros. A lo mejor, miles. ¿Quién sabe? Fue iluminando estanterías. Libros de Jordi Pujol, libros de viajes, libros de pinturas. Libros de coches. Le llamó la atención uno de color rojo. Ferrari F40, de Piero Casucci. Había oído hablar de él. Y otro de lomo negro: Mercedes Benz. Al volante de una estrella, de Brian Laban. Había un montón de libros de coches. Su dueño debía de ser un fan de los coches. Pero de coches de lujo.


      Siguió admirando las colecciones. Le llamó la atención uno negro con las letras en rojo: La Acrópolis de Xochicalco. Y otro de Perucho sobre Picasso. Destacaba uno de vivos colores: La pintura militar de México en el siglo XIX, editado por la Secretaría de Defensa Nacional. ¡Juraría que no era un libro disponible para la venta! Se paseó por los despachos con parsimonia, respirando lentamente. Tropezó con Territorio comanche, de Arturo Pérez-Reverte… Cómo se gana el poder, de José Luis Sanchís… La ignorancia, de Milan Kundera… muchos libros de arquitectura, de fotografías, de historia, de economía.


      Ángel había sido uno de los primeros agentes civiles de los servicios secretos españoles que no provenían del Ejército. Cuando se preparaba esa nueva hornada, los responsables del entonces Centro Superior de Información de la Defensa (CESID) pescaron en aguas universitarias. De hecho, en un principio, sus responsables comenzaron a llamar a gente que había formado parte de la 42 Compañía de Policía Militar, aunque también fueron llamados algunos de la compañía 41. Recibían una llamada de teléfono de una amable señorita, que se ponía en contacto de parte del capitán de la antigua compañía del posible nuevo agente.


      —¿Está usted trabajando? —preguntaba.


      En caso negativo, la siguiente pregunta era de cajón:


      —¿Le interesa un trabajo?


      Si las contestaciones eran afirmativas, citaban al aspirante en una casona neoclásica de 500 metros cuadrados en la zona alta de Barcelona. En la puerta, una sencilla placa: Servicios de Asesoramiento Comercial e Industrial.


      El test


      —¿Te gusta la caza de leones?


      La pregunta pilló casi desprevenido al aspirante. ¿Qué podía decir? Recordó que unas trescientas preguntas antes se le había encendido una bombilla ante lo que podía ser una pregunta trampa, muy similar. Ya le habían salido leones durante el test.


      —Sí —contestó rotundamente.


      No se trataba de evaluar si te gustaban o no, sino de conocer tu personalidad, tu aplomo y las contradicciones que pudieras cometer. No había respuestas incorrectas, solo preguntas. Estaba en la casona de Sarrià, ante un directivo de Sacisa. Desconocía entonces que quien le estaba entrevistando era un comandante de los servicios de inteligencia españoles. Primero, fue recibido en el lugar y el supuesto director le hizo una entrevista. A continuación pasó a otro despacho, donde al poco tiempo un directivo le estaba sometiendo a un test psicotécnico de mil preguntas, a las que debía contestar solo con un sí o un no. El clásico test de personalidad. Superando la prueba, el aspirante pasaría una especie de máster de dos meses financiado por la empresa de consultoría que le había escogido. Y, si aprobaba, el comandante que le había realizado el test le daría las últimas lecciones, incluido entrenamiento en conducción evasiva en el circuito de Can Padró. En este, se realizaba la tercera criba y las tres cuartas partes de los aspirantes se quedaban por el camino. Era en ese momento cuando le daban a firmar un contrato por cuatro años, con un suculento salario.


      Unos días después de que Angelito profanara el despacho de la calle Ganduxer, los correos electrónicos de Jordi Pujol Ferrusola y de Jordi Puig Godes comenzaron a recibir extrañas advertencias. De hecho, les llegaban cartas en las que se ponderaba la ética en los negocios y se hablaba de la condición humana. Angelito recordó el aviso de uno de los hombres que le habían ayudado en su misión.


      —Recuerda que muchos documentos solo pueden abrirse con clave. Y te encontrarás con otros cifrados. Solo tienes que acordarte de la mascota de la secretaria —le insistió su socio enarcando las cejas.


      Lo sabía. Sabía que los Jordis tomaban precauciones y muchos de los documentos no se podrían abrir sin clave. Pero eso no era problema para él ni para sus colegas. A los pocos días, un correo anónimo llegó a la cuenta de Terra de uno de los socios. Era poco menos que inocuo. Pero durante meses se fueron enviando más correos. En algunos de ellos, el anónimo comunicante se permitía introducir pequeños versos, pareados con información confidencial que contenía el ordenador asaltado, que era el que concentraba la mayor parte de la información sensible.


      «Se notaba que quien había hecho el trabajo era alguien culto. Además, tenía tiempo. Se habían estudiado toda la información encontrada y la habían procesado. Nada de lo que se enviaba al correo era por azar, sino que siempre se ligaba a alguna noticia de actualidad. Las comunicaciones estaban muy bien estructuradas y, sobre todo, no hacían entrever que hubiese una urgencia por zanjar una negociación cuanto antes. Eran las comunicaciones de un experto en esas cuestiones, de alguien acostumbrado a encarar situaciones tensas y difíciles». Lo afirma una de las personas que por aquellas fechas tuvo conocimiento de la intrusión en el despacho y habló con los protagonistas.


      Cuando empezaron a recibir los correos, los dos socios creyeron que todo se debía a una broma, pero cuando los textos comenzaron a desvelar negocios suyos que nadie debía conocer —al menos con tanta profundidad— empezaron a tomárselo en serio. En realidad, no había secretos inconfesables que les hubieran robado, pero sí información confidencial que podría levantar algún escándalo y, sobre todo, datos que, convenientemente filtrados a la prensa, harían las delicias de los cenáculos políticos y que incluso pondrían en aprietos al gobierno, presidido desde hacía más de veinte años por Jordi Pujol i Soley, padre de Jordi Pujol Ferrusola.


      Una vez establecida la comunicación, los misteriosos anunciantes desvelaron sus verdaderas intenciones: querían 150 millones de pesetas o filtrarían a la prensa los documentos que habían sustraído de los ordenadores.


      —¿Qué te parece? ¿Crees que van en serio? —preguntó Jordi Puig a Jordi Pujol.


      —No sé. Ofréceles 20 millones, a ver qué dicen.


      La contraoferta no fue ni tenida en cuenta por los interlocutores, que durante meses fueron haciendo llegar más correos con extractos de datos que habían conseguido. Mientras, Jordi Pujol Ferrusola informó a su padre de la documentación incontrolada que estaba en manos ajenas. Recibió una orden tajante. «No hagáis nada. Yo me encargo. Vosotros dadles largas, entretenedlos». El presidente del Gobierno tomó la iniciativa y llamó a su despacho al director general de Seguridad Ciudadana, de quien dependían los Mossos. En el escalafón tenía a gente de su entera confianza: Antoni Cruells como director general y Xavier Martorell como director operativo de los Mossos. Confiaba en ellos. Pujol le expuso detalladamente la situación y la necesidad de realizar una investigación secreta sobre el episodio. Nadie podía saber que el principal ordenador del despacho de su hijo había sido saqueado con total impunidad.


      —Ya sabe, Cruells, sobre todo hágalo con mucha discreción
—ordenó Jordi Pujol con un susurro al director general de Seguridad Ciudadana, Antoni Cruells, en un tono que no admitía réplica— ¡Mucha discreción! —repitió.


      Hubo cruces de llamadas y se tomaron medidas: se habló con gente de Información a la que se ordenó que organizase un grupo secreto con los mejores agentes para investigar un asunto de vital importancia, de secreto de Estado. Prioridad absoluta. Pondría a sus «pata negra» sobre el tema y, con un poco de suerte, y si conseguía saber quién había sido el desalmado que había realizado la intrusión, acumularía méritos para ser el próximo consejero de Interior, cargo que ambicionaba.


      La movilización


      Pero el presidente no se conformó con movilizar a la unidad de elite de la policía. Habló con empresarios de confianza, los que tienen un enorme poder económico y a oídos de los que, tarde o temprano, siempre llega la información confidencial que corre por el mercado, por si les interesa comprarla. E hizo partícipes en su búsqueda a sus más estrechos colaboradores. Uno de estos, el asesor fiscal Joan Antoni Sánchez Carreté, comenzó a interesarse por el tema, puesto que conocía a los Jordis y, además, entre el material sustraído había comunicaciones del despacho de Ganduxer con su oficina. Eran comunicaciones normales, puesto que la compañía de Sánchez Carreté, Audigest, llevaba la administración contable, administrativa y fiscal de los negocios de Júnior y su socio. Pero también llevaba los asuntos fiscales de toda la familia Pujol, por ejemplo.


      Sánchez Carreté llamó a muchas puertas para tratar de dar con los autores del robo y algunas llegaron a conclusiones positivas. No era el único, empresarios como Manuel Lao y Miguel Durán, el ex de la Once, también se ofrecieron a ayudar en lo posible a la familia del president. El primero puso a trabajar a todos sus hombres para detectar de dónde partía la amenaza. Durán llegó a entrevistarse con el conseller en cap, Artur Mas, para asegurarle que en las alcantarillas había la información —o parte de ella— a disposición de quien la quisiera comprar por 30 millones de pesetas. «Conseller. Yo no entro ni salgo ni gano nada. Si me dais luz verde, puedo intentar retirar de circulación ese dossier. Y vuelvo a insistir en que yo no pretendo ninguna comisión ni nada parecido. Te lo explico porque me parece muy grave lo que ha pasado», le dijo Durán a Mas.


      Paralelamente, Jordi Pujol llamó a otro personaje no menos intrincado que todos los anteriores. Era el hombre en quien más confiaba, el que no le había fallado nunca, el que se había sacrificado por él, el que había empleado a su hijo, el que le había realizado multitud de trabajos, el que había trabajado en la sombra para él, el cómplice con el que de vez en cuando tomaba algo en un relajante local de la avenida Diagonal, el que le habría prometido que levantaría otro imperio para él similar al perdido de Banca Catalana: Lluís Prenafeta, secretario general de Presidencia de 1980 a 1990. Prenafeta tuvo que dejar su cargo en medio de un gran escándalo: además de secretario general de Presidencia, era consejero de la Compañía Ibérica de Seguros, lo que era incompatible con su situación y por lo que la Fiscalía abrió una investigación tras una denuncia de la CNT. Además, su familia estaba recibiendo cientos de millones de pesetas en subvenciones de la CARIC (Comissió d’Ajuts a la Reconversió Industrial de Catalunya) para el grupo Tipel, que presentaría suspensión de pagos poco después. En este grupo había dado acogida a un joven Jordi Pujol Ferrusola, al que el presidente de Tipel, Isidor Prenafeta, primo de Lluís, pasaba a recoger en su coche con chofer cuando iba al trabajo. «Es que le queda de camino», era la explicación que daba cuando se le preguntaba sobre esa extraña circunstancia. En cambio, también tenía como empleado a otro joven, Artur Mas, responsable de la internacionalización del grupo. Pero a Mas no le hacía, entonces, tamaña distinción. Claro que tampoco era el hijo del jefe.


      Prenafeta organizó toda la actividad exterior en los primeros años de la Generalitat. Gracias a sus contactos internacionales, llevó a Pujol a los despachos de mandatarios de medio mundo. La abrupta salida del gobierno catalán el 31 de mayo de 1990 hay que entenderla también en clave interna: Prenafeta había secuestrado la voluntad de Jordi Pujol. Tenía más poder dentro de la Administración que el mismísimo president. Pero era el cerebro en la sombra, el hombre gris que siempre se movía entre bambalinas. Por ello, también era el hombre más odiado y más temido. En 1990, un extenso informe, bajo el epígrafe de «confidencial», desvelaba las operaciones financieras e industriales, así como los intereses personales de algunos dirigentes de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC). Se trataba de una radiografía de lo que desde entonces se iba a conocer como el «sector de los negocios».


      Con una portada ligeramente celeste, y ciclostilado, el dossier fue profusamente repartido en los círculos políticos de la época, y ampliamente comentado. Dos de sus protagonistas eran, precisamente, Lluís Prenafeta y el exconsejero de Industria y ya consejero de Economía Macià Alavedra, hombre fuerte del gobierno de Jordi Pujol en aquel momento. El informe fue atribuido a Miquel Sellarès, que jamás negó su autoría. El primer director general de los Mossos d’Esquadra pasaba, así, cuentas con un grupo de políticos que jamás discernían lo que eran negocios privados y servicio público. Y es que es difícil distinguir entre lo público y lo privado, especialmente cuando a uno no le interesa.


      Esa fue la política bastarda seguida por los Jordis. La que no diferencia lo público de lo privado y que encontró un campo abonado a sus intereses en los clanes familiares que se habían adueñado de la Generalitat, convirtiéndola en un cortijo. Y ahora iba a ser Prenafeta quien intentara neutralizar los obuses que amenazaban a la casta política catalana, porque podían ir dirigidos contra el capitán del barco, el incombustible Jordi Pujol i Soley. Así, el otrora fiel escudero del president comenzó también a remover Roma con Santiago para intentar saber de dónde provenían los zarpazos. La opinión más extendida en aquel momento era que el CESID podía estar detrás de la intrusión. En algunos círculos se afirma que Prenafeta logró enviar un emisario al CESID para intentar frenar el chantaje, pero esta versión jamás ha sido confirmada.


      En cambio, dos oficiales de la inteligencia española se desplazaron a Barcelona para estudiar in situ el caso. Estos dos oficiales, con el grado de comandante, se reunieron con una persona de la confianza de Jordi Pujol i Soley, pero desecharon la ciudad de Barcelona. Había de ser en un terreno que tuvieran más controlado. Así, la reunión se llevó a cabo en La Floresta, una localidad de la falda del Tibidabo, entre Barcelona y Sant Cugat.


      —Nos llegan noticias de que el CESID está detrás del robo de información en el despacho del hijo del señor Pujol —les contó el intermediario.


      —Nosotros no tenemos nada que ver. El Centro no ha investigado ni vigilado nada de Jordi Pujol o de su familia y, mucho menos, ha realizado una intrusión en el despacho que dice.


      —Pero nos llegan informaciones de que ustedes o alguien que trabajaba para ustedes pueden haber sido los autores.


      —No tenemos noticias. No disponemos de ninguna información sobre ese episodio. ¿Cómo llevan ustedes la investigación?


      —El president ha encargado a los Mossos d’Esquadra que investiguen el tema con mucha discreción, porque está muy preocupado. Pero no hay ninguna pista material que nos lleve hasta los autores. Solo rumores que apuntan hacia el CESID.


      —Le puedo prometer que nosotros no hemos organizado nada. De todos modos, haremos algunas averiguaciones por si alguien de los nuestros ha oído algo. Pero si el tema está en manos de los Mossos, ahí tienen a Xavier Martorell, que es un tío muy profesional y que sabe lo que se hace.


      La policía autonómica se había estrellado contra un muro. Intervino los correos enviados con el chantaje, pero no descubrió nada. La IP del ordenador estaba completamente limpia. Había sido comprado en metálico y, para conectar, utilizaba redes Wifi abiertas. Por tanto, era imposible llegar hasta quien movía los hilos. Mientras tanto, otro de los hombres que, por encargo del entorno de Pujol, estaba investigando el tema logró conectar con Ángel. Se vieron en Madrid, entre cuidadas medidas de seguridad. La respuesta que recibió el enviado especial fue que, efectivamente, hasta algún despacho había llegado el dossier. El contenido estaba en varios CD, de los que le enseñaron uno. Con esa información, el enviado volvió a Barcelona y confirmó que la intrusión se había realizado por expertos profesionales, pero que ya no trabajaban para los servicios de información. «Puedo confirmar que uno de los del grupo es un «pata negra» que había trabajado con el coronel Perote y que es experto en intrusiones físicas en edificios», fue el mensaje aproximado que dio a quien le había enviado. Juan Alberto Perote es el espía español quizá más famoso, debido a su abrupta salida del CESID. Durante su etapa operativa, había sido jefe de la Agrupación Operativa de Misiones Especiales (AOME) y fue condenado por filtrar documentos del CESID a Mario Conde. Sea como fuere, tan repentinamente como habían empezado a enviar correos, cesaron en su envío. Ángel desapareció de escena y las negociaciones saltaron por los aires en el momento en que los extorsionadores habían rebajado sus exigencias ya a 100 millones de pesetas y los Jordis estaban dispuestos a pagar un máximo de 30. ¿Fueron los mandos del CESID los que pudieron neutralizar a los extorsionadores? La única verdad absoluta es que, de repente, quedó conjurada la amenaza de que se difundieran los datos obtenidos por aquella acción, que hubiese provocado uno de los mayores escándalos político-económicos hasta entonces conocidos.


      La infiltración


      Durante muchos años, se ha instigado la historia de que Jordi Pujol era una de las personas más investigadas por los servicios secretos españoles. En algunos círculos políticos españoles se pretendía que el partido que ganaba las elecciones en España tenía dosieres explosivos sobre el presidente de la Generalitat, para así asegurarse el apoyo de los catalanes en el Congreso, especialmente cuando el partido mayoritario, ya fuese el PSOE o el PP, no había sacado mayoría absoluta. Esta afirmación, sin embargo, es falsa. Para garantizarse el apoyo de los nacionalistas catalanes solo hacía falta ponerles sobre la mesa algunas concesiones: bien el traspaso de alguna competencia, garantizando una partida extraordinaria para las arcas de la administración autonómica o comprometiéndose en una inversión concreta durante la siguiente legislatura. A nadie le importaba si Jordi Pujol hacía o deshacía más o si dejaba hacer o deshacer a sus hijos. Durante décadas, el veterano político catalán fue el asegurador de la gobernabilidad de España. Sus teorías estaban muy lejos del independentismo y era el garante del seny en Cataluña. Era visto como un hombre moderado e incluso imprescindible en el panorama político. Su nombre aparecía junto al elenco de los «hombres de Estado» que hicieron posible la Transición hacia la democracia: Felipe González, Santiago Carrillo, Adolfo Suárez o Manuel Fraga. Junto a ellos, Pujol era el quinto jinete y se lo supieron agradecer dejándolo tranquilo en su feudo.


      Lo cierto es que los servicios secretos españoles no se interesaron por los negocios de la familia Pujol hasta el año 2012, porque hasta entonces Jordi Pujol no era un peligro para el Estado. A partir de entonces, sí. Tanto él como los suyos. A finales de los ochenta, con motivo del dossier sobre el sector de los negocios de Convergència, hubo una buena ocasión para hurgar en los clanes catalanes, pero se pasó de puntillas por el tema, ya que había otras prioridades. Sin ir más lejos, se dedicaron ímprobos esfuerzos a alejar el fantasma de un atentado durante los Juegos Olímpicos de Barcelona y a luchar contra ETA, que traía de cabeza a los servicios españoles. El gobierno también estaba inmerso en el control de grandes financieros, como Mario Conde, Javier de la Rosa, Jesús Gil o José María Ruiz-Mateos, que habían declarado la guerra al sistema y que se atrevían incluso a abrir oficinas para comprar información y dosieres a plena luz del día. Pujol ni siquiera era merecedor de una pizca de atención, aunque no se le quitó el ojo de encima por lo que pudiera pasar y por si variaba su rumbo político. En otras palabras, el presidente catalán era un aliado al que no se le concedía luz verde total, pero al que se podía contentar abriendo el grifo del dinero.


      La mayor preocupación de los servicios, en aquel momento, era evitar que en Cataluña pudiese florecer un movimiento armado como ETA o que resucitase Terra Lliure, por lo que los negocios que pudieran tener Jordi Pujol, su familia o sus adláteres pasaban a un segundo plano. Y en el cometido de controlar a los radicales se volcaron tanto el CESID como los servicios de información de policía y Guardia Civil. A principios de los noventa, el personaje a controlar no era otro que Àngel Colom, un joven radical que había liderado durante los ochenta la Crida a la Solidaritat, la organización civil más radical de Cataluña. En un golpe de efecto perfectamente planificado, los militantes de la Crida se apuntaron en masa a Esquerra y Colom logró desbancar a la vieja guardia convirtiéndose en secretario general del histórico partido en 1989, tras derrotar a Josep Lluís Carod-Rovira. Los servicios españoles lograron introducir un topo en el equipo más íntimo de Colom. Ese topo se veía periódicamente con su contacto en un bar de la calle Lleida y pasaba a los servicios secretos españoles las novedades internas de Esquerra y de Colom.


      En esa época, el CESID se dedicó a trufar de infiltrados las filas de los grupos más radicales, llegando a penetrar en ellos incluso en Banyoles, uno de los feudos del independentismo. Allí, varios colaboradores del CESID recogían información fidedigna de los movimientos radicales, tanto desde dentro de los mismos como desde fuera. La información que aportaron fue muy importante a la hora de planificar actuaciones tan señaladas como la macrooperación entre finales de junio y mediados de julio de 1992 en la que cayeron cuarenta y cinco activistas vinculados a los círculos radicales. El operativo, dirigido por el juez Baltasar Garzón, se realizó días antes del inicio de los Juegos Olímpicos y fue muy criticado por los independentistas catalanes, pero en realidad significó la puntilla a Terra Lliure, que ya no volvió a tener aparato operativo. La mayoría de los detenidos denunciaron torturas y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos llegó a condenar en 2004 al Estado español por negarse a investigar esas denuncias. Pero el gobierno del PSOE se basaba en informes forenses que había solicitado y que determinaban que los activistas mentían y que las lesiones que decían tener no se correspondían con torturas ni malos tratos en comisaría. Es más: los dos casos más graves se debían a autolesiones de los detenidos, uno de ellos acusado también de atraco. Tras los Juegos, los servicios continuaron vigilando de cerca a ERC, por si el movimiento violento se reorganizaba dentro del partido.


      En las filas de CiU, sin embargo, siempre hubo el convencimiento de que Pujol estaba más controlado de lo que parecía. En su libro Jordi Pujol. En nombre de Cataluña, Félix Martínez y Jordi Oliveras señalan que a mediados de los noventa «el que entonces era máximo responsable policial de los Mossos d’Esquadra, el antiguo comandante del Ejército del Aire Josep Peris, había empezado a recopilar información sobre las relaciones entre Jordi Pujol Ferrusola y Javier de la Rosa, así como sobre las actividades de Oleguer Pujol Ferrusola, el benjamín de la familia, en el entorno del independentismo radical. Versiones apócrifas apuntan que el informe redactado tras aquellas investigaciones era inocuo y no revelaba ninguna actividad irregular; por otro lado, el hecho de que Peris continuara vinculado a la Generalitat y percibiendo su sueldo sin apenas hacer acto de presencia y emergiera años más tarde como dirigente y jefe de seguridad de Unió Democràtica, sugiere que podía tratarse de un agente doble».


      En el texto aseguran también que el CESID había seguido a Jordi Pujol, a quien daban el nombre en clave de León. Pero apuntan un dato importante: «Los agentes del Centro fotografiaron a Pujol a la puerta de su domicilio. En esos mismos días, además, la entonces responsable del Departamento de Gobernación, Maria Eugènia Cuenca, recibió un mensaje de un alto cargo de los Mossos d’Esquadra en el que le advertía que el CESID estaba investigando las actividades profesionales del hijo del president. Es probable que en esta ocasión los agentes estuvieran sondeando organismos judiciales con el mismo fin». La información no iba del todo desencaminada, aunque había muchos recovecos a tener en cuenta. No todo era tan sencillo. Josep Peris, en efecto, era el jefe de los Mossos d’Esquadra en aquel momento y mantenía una guerra abierta, sin cuartel, con lo que se llamaba el grupo de los «mortadelos». Estos eran un grupo de agentes de Información que hacían los «trabajos delicados». Su misión era velar por la seguridad del presidente de la Generalitat y sus informes eran reportados directamente a Antoni Cruells, director general de Seguridad Ciudadana de la Generalitat, obviando a su jefe natural, Josep Peris.


      El encargo


      En 1992, cuando el coronel de Aviación Manuel Ortiz se hizo cargo de la delegación del CESID en Barcelona, se encontró con que el jefe de la policía autonómica era su compañero de promoción Josep Peris. Ambos se habían convertido en oficiales al mismo tiempo en León. Peris advirtió a sus superiores de quién era el nuevo mandamás de los espías españoles en Cataluña.


      —No nos vendría mal un puente con el CESID. Debería usted mantener una relación fluida con él, porque nunca se sabe. Podemos aprovechar esta circunstancia para establecer relaciones de buena vecindad. Incluso nos puede ser útil en el futuro, dependiendo de las circunstancias —le dijeron al jefe de los Mossos.


      De este modo, Peris se presentó a su amigo Manolo, le explicó su trabajo y estableció una relación periódica con él, incluidos algunos partidos de golf en Castelldefels. Mientras tanto, en el gobierno se iba labrando la historia de que Peris jugaba con dos barajas, que era un espía y que había que sacárselo de encima. Cruells gozaba entonces del apoyo de Jordi Pujol y de Miquel Sellarès, el primer director de los Mossos, la persona que había estructurado el cuerpo, amigo de Jordi Pujol y uno de los fundadores de Convergència en el año 1974. Sellarès, ya fuera del gobierno, tenía, sin embargo, línea abierta con los «mortadelos», muchos de los cuales él había escogido personalmente para formar la elite de la policía autonómica. Para ese exclusivo grupo, había alquilado un piso en la calle Consejo de Ciento de Barcelona, encima del selecto restaurante La Orotava, inmueble que convirtieron enseguida en su cuartel general y del que nadie tenía conocimiento.


      Los partidos de golf dieron fruto. Se estableció una fluida relación entre los dos antiguos compañeros de armas. ¿Espiaba Manolo Ortiz a Josep Peris o espiaba Josep Peris a Manolo Ortiz? Posiblemente, ni una cosa ni la otra. Como buenos vecinos, podían intercambiarse cromos de cuando en cuando, o podían regalarse comentarios más o menos confidenciales, pero sería excesivo decir que ello comportaba un espionaje en toda regla. Pero bien es cierto que fue su amigo Manolo Ortiz quien había alertado a Peris de que había una investigación judicial sobre Jordi Pujol Ferrusola. Y, al final, ese scoop acabó siendo la puntilla del jefe de los Mossos d’Esquadra.


      —Fiscalía está investigando la suspensión de pagos de una empresa de Jordi Pujol Ferrusola. Te lo digo para que lo hagas llegar a quien consideres pertinente —le comunicó el coronel.


      —¿Pero vosotros estáis haciendo algo? —le inquirió Peris.


      —No. Nosotros no estamos mirando nada de estas cosas. Yo me he enterado por casualidad. La información viene de Fiscalía, pero no es por nada en lo que estemos trabajando.


      El jefe de los Mossos d’Esquadra transmitió el mensaje a la consejera y esta a Jordi Pujol i Soley, que pidió más información al máximo responsable de Seguridad Ciudadana, Antoni Cruells, y al director de la Policía. Con este circuito, la información se vició y acabó fructificando la leyenda de que Josep Peris era un espía y que, en realidad, era un topo de los servicios de inteligencia españoles en el gobierno catalán, cuando en realidad había recibido las órdenes de tender puentes con el CESID aprovechando su condición de compañero de promoción del jefe de la «emisora» barcelonesa. Pero también había otra razón de peso para sacarse de en medio a Josep Peris: era militante de Unió Democràtica de Catalunya (UDC), hombre de confianza de Josep Antoni Duran Lleida y, por tanto, enemigo acérrimo de los círculos duros de Convergència, que podrían encarnar perfectamente Cruells y Sellarès… entre otros. Lo cierto es que, con la pinza de Cruells y Sellarès, la cabeza de Peris se convirtió en pieza de caza mayor: en 1993 fue cesado por la consejera Cuenca, de quien dependían los Mossos d’Esquadra en aquellos momentos.


      Tras dejar la Administración, el otrora jefe de los Mossos estuvo durante varios años como responsable de la seguridad de UDC. El episodio, no obstante, fue aprovechado por los nacionalistas para convertir a Pujol y a su familia en unas víctimas de los servicios de información españoles y a menudo se dejaba caer que el CESID espiaba a Jordi Pujol permanentemente, pero que no le había encontrado nada y, por tanto, estaba limpio como una patena. Una vez más, Jordi Pujol tenía su topo y Cataluña fabricaba un nuevo mártir.


      La revelación del coronel Ortiz, por otra parte, había puesto el dedo en la llaga de Jordi Pujol. Si Fiscalía investigaba la suspensión de pagos de una empresa de su hijo, solo debía de ser porque el fiscal jefe, Carlos Jiménez Villarejo, que no había podido con el padre en el Caso Banca Catalana, buscaba ahora otro escándalo hurgando en los asuntos de Jordi Pujol hijo. Lo cierto es que, poco después, se descubrió en la terraza de la casa de Jiménez Villarejo un «canario», un aparato que permitía pinchar la línea telefónica y grabar las conversaciones del fiscal jefe. Años más tarde, el abogado José María Fuster-Fabra, defensor de algunos de los implicados en la red de espías que habían sentado sus reales en La Vanguardia (dirigidos por el coronel Fernando Rodríguez y de la que formaba parte Mikel Lejarza, alias El Lobo) desvelaría que una nota interna del CESID apuntaba a que, según las informaciones recogidas, las directrices para los pinchazos provenían de Jordi Pujol o de Javier de la Rosa. En su libro Jordi Pujol. En nombre de Cataluña, Félix Martínez y Jordi Oliveras dicen que la nota «fue reconocida por el entonces director general de los servicios secretos españoles, el teniente general Emilio Alonso Manglano, cuando declaró ante el juez instructor del Caso Godó. La aparición de este documento provocó que el Juzgado de Instrucción número 32 de Barcelona decidiera abrir otra causa judicial que finalmente acordó archivar. Si fue Pujol quien se puso de acuerdo con De la Rosa para que los hombres del financiero espiaran a Villarejo y averiguaran si el fiscal jefe estaba recopilando información sobre sus hijos, no hay duda de que la preocupación del president por las investigaciones sobre su familia era profunda. Si había sido Javier de la Rosa por su cuenta, Pujol tenía aún más motivos para estar preocupado».


      
        
          1 Francesc-Marc Àlvaro, Ara sí que toca!, Edicions 62, Barcelona, 2011, p. 160.

        

      

    

  


  
    
      


      2. LOS JORDIS S. L.


      El ascenso


      La intrusión en las dependencias de la calle Ganduxer número 5 de Barcelona en la primavera de 2002 no fue casual. El despacho de Jordi Pujol Ferrusola y Jordi Puig Godes era el más famoso de Barcelona entre los empresarios que querían hacer negocios con la Administración. Existía la creencia, ampliamente extendida, de que determinadas concesiones públicas no se llegaban a producir si antes no se contrataban sus valiosos servicios. De ello tenían culpa las malditas habladurías que en cualquier momento podían convertirse en un campo de minas. Ellos eran conscientes de su poder y eso les hacía sentirse más importantes. «Jordi Puig no es tan prepotente como Jordi Pujol. De hecho, es el cerebro de las operaciones», razona un empresario que les conoce desde jóvenes.


      Su sociedad viene de lejos. Cuando a mediados de los noventa Jordi Pujol Ferrusola, alias Júnior, «aterriza» en el grupo de Natural Stone junto al gallego José Manuel Gómez Salgado, Jordi Puig es nombrado gerente en Natural Stone Marketing Center. El hijo del president fue fichado por conveniencia empresarial, porque Salgado quería sacar tajada y Pujol Ferrusola era una marca ganadora.


      En uno de los innumerables informes que se hicieron sobre el clan Pujol y los Puig desde las instancias policiales de Madrid, se señala que Felip Puig (otrora el hombre con más peso en Convergència) «cuenta como aliado esencial para fortalecer su poder, amén de aumentar sus negocios, a su hermano Jordi, socio y persona de total confianza de Jordi Pujol Ferrusola, con quien comparte negocios, sociedades e incluso oficinas». Júnior lo desmintió en su comparecencia parlamentaria del 23 de febrero del 2015 ante la comisión de investigación del fraude. Hizo un perfecto homenaje a la manipulación: «Jordi Puig estuvo como realquilado en mi despacho hasta el 2009. Él hacía sus operaciones y yo hacía las mías. La única operación que hicimos fue una en la que él me presentó, en el 2005, a un empresario de Barcelona que quería hacer una operación inmobiliaria en Marina Botafoc, en Ibiza». Mentía como un bellaco. Manipulaba. No solo habían hecho multitud de negocios juntos, sino que le había prestado dinero en muchas ocasiones para poder llevar a cabo, precisamente, esos negocios que querían ocultar.


      Tenían otro punto en común. Lo cuenta la policía española en otro de sus informes:


      Ambos Jordis utilizan habitualmente a personal de sexo femenino en casi todos sus desplazamientos, las cuales, voluntaria o involuntariamente, sirven de coartada para moverse sin dificultad, aparentando viajes de placer en pareja y/o por separado ellas solas, como correos para llevar dinero en efectivo y/o documentación reservada. Tal es el caso de Masha y Ajda Petek, siendo la primera hermana de la actual esposa de Jordi Puig, a las que utiliza entre otras acciones como titulares de cuentas offshore.2


      Se han de distinguir, sin embargo, dos modus operandi: uno, el de las operaciones interiores, es decir, en España; y otro, el de las operaciones internacionales. Por lo que respecta al primero, ambos «enterraron» al alimón más de 78 millones de pesetas (más de 470.000 euros, una barbaridad en los años noventa del siglo XX) en la inmobiliaria Nou-Cents S. L., pero también diversificaron riesgos metiendo fondos en Globus Barcelona, Petrocat, Elecnor, WTC Maremágnum, Demo, Taisc, Prointer, Torrent y Coto, Radiotrónica, Laboratorios Serés, Ininvest, Algodonera San Antonio o Coge España.


      Júnior empezó a dominar el arte de la intermediación en los años noventa. Participó en la venta del 16 por ciento de World Trade Center de Barcelona, que estaba en manos de FCC, pero también se dedicó a promociones inmobiliarias puntuales. En solo dos o tres años, sus inversiones, según estimaciones de los investigadores, llegaron a unos 1.000 millones de pesetas, una cantidad demasiado elevada para los años noventa. Nadie sabe de dónde salieron esos fondos. Sí le siguieron el rastro, por ejemplo, a 90 millones de pesetas invertidos a finales de los noventa en el Fondo Prudential y gestionados por Jordi Puig Godes.


      Eran los años de bonanza del mercado inmobiliario y los dos socios no hicieron ascos al mismo. Años más tarde, Júnior negaría solemnemente que hacía negocios con Jordi Puig, pero lo cierto es que ambos fueron unos inversores prolíficos a finales de los noventa y principios de la década siguiente. Compraron el 17,4 por ciento de la sociedad Nou Cents Habitatges, en la que invirtieron casi 78 millones de pesetas de

      la época (unos 470.000 euros) para la construcción o rehabilitación

      de inmuebles en la Via Laietana de Barcelona (esquina con Ronda Sant Pere), calle Mallorca, calle Navas de Tolosa, Paseo Maragall y en la población de Begur. En esta última localidad de la Costa Brava, habilitaron dos casas a través de la sociedad TAISC, de la que compraron el 18,43 por ciento y cuyo capital social era de 600 millones de pesetas (3,6 millones de euros actuales).


      En COGE España, se hicieron con el 20 por ciento del capital. Ayudaron a Shelter a instalarse en España, firmaron un contrato con Amena y otro con Emte, por el que esta compañía les pagaría el 3,5 por ciento como comisión sobre la facturación, más un 50 por ciento del margen bruto ligado a la consecución de objetivos. Por tener, los dos socios tenían hasta una tienda textil en la calle Muntaner, de la que Jordi Pujol Ferrusola copaba el 40 por ciento del capital y Jordi Puig Godes el 7,5 por ciento (Santiago Ballesté tenía otro 7,5 por ciento). La inversión en esta tienda fue de más de 18 millones de pesetas (unos 115.555 euros).


      También invirtieron en dos sociedades offshore con las que operar en el mercado internacional. Una de ellas era Conter, que tomaba participaciones en otras. Su testaferro en esta compañía era un jordano llamado Zeid Mango. La otra era Crena, ubicada en la isla de Madeira, orientada al mercado americano, y que les «prestó» dinero, por ejemplo, para invertir en Laboratorios Serés.3 Curiosamente, su aventura internacional a través del paraíso fiscal de Madeira tiene lugar en paralelo a la que había iniciado el Rasputín Lluís Prenafeta.


      Los dos socios —Jordi Pujol y Jordi Puig— fundan en el año 1996 la compañía Ibadesa Cat. El 51 por ciento de su capital social de 500.000 pesetas estaba en manos de otra empresa controlada por ellos, Ibadesa S. A., mientras que el 34 por ciento era de Jordi Puig y el 15 por ciento estaba en manos de Ignacio López del Hierro, marido de María Dolores de Cospedal. Una cláusula del contrato de constitución establecía que el 34 por ciento de Puig pertenecía en un 50 por ciento a Jordi Pujol Ferrusola, con lo que él no aparecía en el registro de la propiedad, pero tenía su parte. El 30 de septiembre de 1998, López del Hierro vendía sus acciones a Jordi Puig y se desligaba de la compañía. Su sobrino, José Herrero, no obstante, siguió siendo el hombre de confianza de los Jordis en todos los negocios que emprendían y el que manejaba las riendas de Ibadesa en Madrid.


      Con Ibadesa Cat comenzaron a operar con proyectos en toda África. Eran proyectos «llave en mano», con financiación de fondos de ayuda al desarrollo. Ahí penetraron, por ejemplo, en un proyecto de electrificación en Yemen, un proyecto de aprovisionamiento de agua en Ghana, una venta de vehículos en Turquía y otros negocios en Argelia.


      En pocos años, los Jordis extienden sus tentáculos por Ghana, Djibuti, Yemen, Senegal, Marruecos, Uganda, Angola, Egipto, Turquía, Jordania, Rusia, El Salvador, República Dominicana, México, Panamá y Nicaragua. La pareja sabe enfocar sus negocios. Participan en rehabilitación de hospitales, en equipamientos de centros sanitarios, en electrificación, en suministro de ambulancias, en compra de tabaco o de café, en fábricas de pescado, en canalización de agua, en construcción, en plantas de cerámica, en fábricas de ladrillos, en laboratorios…


      Por construir, llegan a construir en Uganda un hospital militar e intentan financiar barcos de pesca en Guinea Bissau, guiados por el cónsul de ese país en Barcelona. La intención era estructurar una empresa mixta que sería la titular de las licencias y faenaría con barcos desamortizados de la Unión Europea y con ayudas comunitarias. En América, invierten a través de Ipromar y compran una participación importante de Tabacos Nicarao y de Deschiss, la principal distribuidora mexicana de café en Estados Unidos, de la que llegan a tener el 4 por ciento después de invertir alrededor de 1,5 millones de dólares.


      Pero lo cierto es que, en los años noventa, Jordi Pujol Ferrusola comenzó a establecer su red de valiosos contactos. «Pudo conectar con una sociedad que hacía de lobby, formada por embajadores y con sede en Madrid. Esa sociedad le abrió las puertas a varios negocios internacionales», dicen fuentes que le conocen bien. Y es muy posible que sea así. De todos modos, también es cierto que, a pesar de su nacionalismo radical, trabó fuertes lazos con los gobiernos del PP. Con José María Aznar en el poder, los negocios de Jordi Pujol Ferrusola se asentaron, crecieron y contaron con el apoyo institucional e incondicional de Madrid. Sus intervenciones se extendieron como mancha de aceite por África, América y Oriente Próximo, ya fuese a través del apoyo dado directamente por el gobierno español o por las embajadas.


      Operación en República Dominicana


      Uno de sus puntales en la capital de España era José Manuel Fernández Norniella, un hombre de Rodrigo Rato.4 A través de él, tenía las puertas abiertas del gobierno español a finales de la década de los noventa. Jordi Pujol y su socio Jordi Puig maniobraron para conseguir las obras de construcción de Merca Santo Domingo. Era una inversión de 80 millones de dólares en un inicio y los Jordis consiguieron formalizar un consorcio Mercasa-Ibadesa-Incatema, que firmó la ejecución del proyecto. A mediados de 2001, acuden a los buenos oficios de José Manuel Fernández Norniella para conseguir que Juan Costa, secretario de Estado de Comercio y Turismo, enviase una carta de recomendación al gobierno de República Dominicana con el fin de que este reordenase sus prioridades y adjudicase el proyecto. De salir bien, según un memorándum de la época, los Jordis se embolsarían 500.000 dólares «por la “gestión”».


      En enero del 2002, Jordi Puig Godes enviaba una carta a Norniella en la que señalaba textualmente: «Te adjunto carta del secretario técnico de la Presidencia de la República Dominicana en relación con el proyecto de Merca Santo Domingo. Como puedes ver, es la comunicación priorizando el proyecto para que Costa pueda dar su autorización para la cobertura con Cesce. Asimismo, te adjunto carta del Ministerio de Agricultura español indicando el procedimiento para que pueda ser priorizado el proyecto. Tenemos constancia de la voluntad de Moncloa para apoyar este proyecto». Apenas unos meses después se firmaba la primera fase del proyecto, que preveía unas inversiones de 42 millones de euros.


      Sin embargo, las cosas no funcionaron bien. En marzo de 2010 el diputado de ICV Joan Herrera presentaba una batería de preguntas en el Congreso de los Diputados sobre los incumplimientos de proyectos o adulteración en los precios de dichos proyectos que habían recibido créditos o seguros del Estado español a través del Deutsche Bank. Los que hacían referencia a Ibadesa eran una instalación de paneles fotovoltaicos en Argentina, el equipamiento del Hospital Libra en Brasil, el equipamiento del Grupo Fator, también en Brasil, el equipamiento del hospital Koforidua en Ghana, el equipamiento de los hospitales Estelí y Chinandega en Nicaragua, la construcción del hospital Brasov en Rumanía, el equipamiento del hospital FAM en Senegal y varios proyectos en República Dominicana: construcción del hospital general Área de Monte Plata, reforma del Sector Salud, suministro de equipos de la Red de Emergencia Sanitaria, puesta en marcha de la Ciudad de la Luz y la construcción de Merca Santo Domingo.


      Los Jordis empezaron a finales de los noventa a realizar inversiones especialmente en África y América. A través de Ibadesa aportaron unos 200 millones de pesetas a la financiación de la compra de atún en Senegal, mientras que en Gabón pusieron en marcha varios proyectos. Para coordinarlos, Jordi Pujol Ferrusola echó mano de un amigo andorrano que fue el encargado de canalizar las conversaciones con los diferentes ministerios, Pierre Duró.


      A medias con Tchokotua


      Los dos socios llegaron a hacer negocios con el príncipe Tchokotua, un aristócrata georgiano muy relacionado con el rey Juan Carlos. Zourab Tchokotua sentó sus reales en Mallorca, donde estableció un círculo de amistades peligrosas y se casó con Marieta Salas, de una de las familias más ricas de las islas. En su casa, Villa Altea, ubicada en la urbanización Son Vida, se realizaban selectas cenas presididas en muchas ocasiones por el monarca. En los años noventa, llegaron a circular rumores de que había fotos de algunos amigos en un yate en alta mar. Uno de ellos era el magnate Adnan Kashogi, a quien se relacionaba con tráfico de armas. Para entonces, Tchokotua ya había sido procesado en un par de ocasiones por presunta estafa. Cuando comenzaron a circular los rumores de las fotos aéreas que les habían hecho en alta mar, el rey cortó oficialmente toda relación con sus «amistades peligrosas».


      El aristócrata georgiano, a quien popularmente se le conoce como Zou, se asoció a los Jordis en la década de los noventa para buscar oportunidades de negocio en Marruecos, donde mantenía excelentes relaciones con su monarquía. Tchokotua logró un contrato de renovación de las líneas férreas en Marruecos para Guinovart, por un monto de 1.432 millones de pesetas. La comisión a repartir fue del 1,25 por ciento, o sea, 17,9 millones de pesetas. La operación fue articulada a través de la compañía Ibadesa, que al final renunció a su parte de la comisión (le tocaba la mitad de los 17,9 millones)5 para que pudiese cobrar la parte marroquí que había ayudado en la operación. Era, por así decirlo, renunciar a un beneficio inmediato con vistas a poder tener más negocios jugosos en el futuro. Esa renuncia era, en realidad, una inversión a largo plazo.


      África fue un terreno fértil en el que maniobrar para hacer negocio. Los Jordis trabajaban con créditos FAD de ayuda al desarrollo. Conocían a miembros del Gobierno de España y solo tenían que ponerlos en contacto con miembros de los gobiernos de otros países para atar negocios. Jordi Puig le presenta en esa época a José Herrero, sobrino de Ignacio López del Hierro, esposo de María Dolores de Cospedal. Su empresa, Ibadesa, ya está introducida en América y África. Júnior se pone manos a la obra y comienza a gestionar negocios en Etiopía, Mauritania, Chad, Senegal y Ghana. Se trata de proponer infraestructuras, esencialmente sanitarias o de abastecimiento de agua, e incluso de transportes. Así, el 31 de julio de 1996 crean Ibadesa Cat, de la que él es nombrado director general. Para tener un socio potente, acude a su amigo Luis Delso y firma un contrato con Isolux. Para percibir sus emolumentos, no estará en plantilla, sino que girará facturas mensuales como si fuesen su salario.


      Fue una época con mucha actividad, especialmente en Gabón y Marruecos. Incluso en Senegal, donde ambos socios llegan a financiar compra de atún por más de 100 millones de pesetas, realizando aportaciones tanto personales como a través de Ibadesa.


      En Gabón, su amigo Pierre Duró hace de introductor de embajadores y se le comienzan a abrir las puertas de la Administración. En ese país, los servicios de Duró y de su hermano dieron fruto. Los Jordis lograron un contacto directo con los ministros de Economía, Emile Doumba, y de Sanidad Pública, Faustin Boukoubi. Jordi Pujol Ferrusola hizo llegar incluso sus credenciales al presidente, Fradique Bandeira Melo de Menezes, y al primer ministro, Evaristo do Espirito Santo Carvalho. Y a la ministra del Plan y de Finanzas, María dos Santos Tebus Torres, y al ministro de Infraestructuras, Mateus Meira Rita.


      Júnior supo hacer su trabajo y enroló a Isolux en los proyectos africanos. Para ello, fue imprescindible la ayuda de su gran amigo y valedor Fernández Norniella, que tenía ascendencia sobre Juan Costa, que sería el que, al final, podía avalar el proyecto. El esquema operacional era siempre el mismo: una vez identificado el proyecto, la primera etapa consistía en conseguir una carta de intenciones de la institución o del grupo inversor solicitando a Ibadesa Cat una oferta técnica y económica de acuerdo con las especificaciones del proyecto y con las condiciones financieras del crédito comprador acordes con las de la OCDE. Paralelamente, junto a la Compañía de Seguros Española para la Exportación (CESCE) y el ICO, clasifican y conceden los créditos para el proyecto, de acuerdo con la OCDE. El paso siguiente es que, si el negocio pertenece al sector público, se ha de conseguir un documento donde conste que tiene carácter prioritario y ese documento se entrega en la embajada española para que lo remita. Si el cliente era privado, el mecanismo era articular un crédito a la exportación.


      En el año 2006, por desavenencias en la forma de trabajar, Pujol Ferrusola deja de colaborar con Ibadesa Cat y comienza a hacerlo con su empresa Project Marketing Cat. Luego, acabará traspasando de nuevo el negocio a su más reciente compañía, Active Translation.


      En Marruecos, los socios se circunscribieron al Protocolo de Acuerdo de Cooperación Económico y Financiero firmado el 6 de febrero de 1996 entre el Reino de España y el Reino de Marruecos, por un montante de 150.000 millones de pesetas (60.000 millones en créditos FAD y 90.000 millones en créditos a la exportación, dentro de las condiciones de la OCDE), en vigor hasta junio del 2001. El 19 de septiembre del 2000 se firmó un Programa de Cooperación Financiera para el Desarrollo del Norte de Marruecos, por un importe de 50 millones de dólares y vigencia de dos años, y ahí los Jordis detectaron algunos sectores donde podrían ofrecer negocios: saneamiento de aguas, proyectos de electrificación rural, infraestructuras, tecnologías agrícolas, telecomunicaciones, transportes, educación y sanidad.


      Solo habían de tener a alguien en el gobierno marroquí para poder presentar proyectos y lo demás sería fácil: una vez aprobado el proyecto, ya encontrarían a una compañía dispuesta a llevarlo a cabo. Jordi Pujol Ferrusola se hizo en ese país con contactos de altura: A. Ghallab, director general de Finanzas, y Farid Dellero, presidente del Banco Nacional para el Desarrollo Económico.


      Pujol tenía sus proyectos muy claros: llevó a Cataluña a altos directivos marroquíes para enseñarles industrias y exportarlas, pero su objetivo era llevar adelante proyectos turístico-hoteleros, para lo que necesitaba terrenos. Es más: Jordi Pujol Ferrusola convenció a Carlos Díaz, director de explotación internacional de la cadena AC Hoteles, para que este grupo se pudiera implantar en el país vecino, ya que en aquellos momentos tenía la vista puesta solo en Italia para expandirse internacionalmente. También introdujo a Hotusa en el circuito y organizó viajes de los responsables de estos grupos a Casablanca para hablar con las autoridades del país. En la diversificación de su actividad, logró encontrar un socio, la compañía Agromillora, para invertir en plantaciones de olivos y en la construcción de un vivero en terrenos próximos a Casablanca.


      
        
          2 Se trata de un informe con fecha 12 de octubre de 2012 de la Unidad de Inteligencia, grupo de investigación que dependía directamente del comisario principal Eugenio Pino.

        


        
          3 Los dos Jordis invirtieron 11.168.000 pesetas el 4 de julio de 1997 en la compra de acciones de Laboratorios Serés. El préstamo obtenido de Crena fue garantizado con acciones de Hispasalud Ibérica S. L.

        


        
          4 Fernández Norniella llegó, en 2006, al consejo de administración de Cajamadrid y acabaría de vicepresidente de Bankia con Rato, implicado en el escándalo de las tarjetas black. Norniella fue uno de los más de ochenta directivos imputados por administración desleal y apropiación indebida al haber cargado a su visa 175.400 euros, que al final consignó en el juzgado.

        


        
          5 Su parte ascendía a 8.956.928 pesetas, según un contrato firmado en otoño de 1999.

        

      

    

  


  
    
      


      3. PODER Y NEGOCIOS


      Negocios de familias


      «Ahora veremos claramente que los negocios que se habían hecho a la sombra del poder durante décadas no eran en beneficio de Convergència, sino de unos cuantos. Aquí se han hecho fortunas pero nunca para el partido, sino para bolsillos particulares». Quien pronuncia la frase a finales de 2014 es un muy alto cargo de CDC, en la sede del partido, en una conversación privada. El asunto de Jordi Pujol y las cuentas de la familia en Andorra ya había explotado en toda su magnitud y en Convergència había cundido el pánico. De hecho, Artur Mas lleva más de dos años intentando poner terreno entre él y la familia Pujol. «Cada vez que oye el nombre Pujol, le entra un ataque de ansiedad y le dan espasmos». Así escenifica el alto cargo convergente la actitud del presidente de la Generalitat, que fue, precisamente, aupado al poder por el círculo de dirigentes soberanistas que controlaba Jordi Pujol Ferrusola.


      Pero lo cierto es que alrededor de la Administración de Jordi Pujol siempre sobrevolaron los intereses personales de la cúpula convergente y, esencialmente, del clan Pujol. Bajo la costra oficial, había una Cataluña oculta que se plegaba a los intereses de un puñado de privilegiados que manejaban los hilos del poder político y administrativo. El entorno de Jordi Pujol comenzó entonces a hacerse de oro.


      Una de las grandes decisiones del president en los años ochenta fue la creación de las loterías catalanas y la adjudicación de los casinos. Para llevar la dirección general del juego, denominada Entidad Autónoma de Juegos y Apuestas (EAJA), Jordi Pujol i Soley puso a Carles Vilarrubí, un hombre del partido que le había hecho de chofer durante muchos años, llevándole en un utilitario hasta los últimos confines de Cataluña. Vilarrubí era, además, amigo de los hijos y, con el tiempo, acabaría haciendo negocios con Jordi Pujol Ferrusola y convirtiéndose en un potentado. Tras su etapa en la Administración, Vilarrubí aceptó la oferta de Javier de la Rosa para ser consejero delegado de Tibigardens, la empresa germen de la futura Port Aventura. Fue un consejero delegado relámpago. Llegó en abril de 1992 y se fue en octubre del mismo año. El día que dimitió, la Generalitat había concedido un aval de 1.000 millones de pesetas a la promotora del parque y Javier de la Rosa pretendía traspasarlo inmediatamente a una de sus sociedades. Vilarrubí le alertó de que eso era irregular y, en todo caso, quien debería gastarlo era la propia empresa que lo había recibido para sus necesidades. Desde la Generalitat se insistió siempre en que Vilarrubí aceptó el cargo en Grand Tibidabo porque antes había hablado con Jordi Pujol. Es más, sus amigos juran que recibió la orden personal del president de estar al lado de De la Rosa, vigilarlo y pasar información a Jordi Pujol. ¡Y vaya si cumplió su cometido! La misión fue todo un éxito. Y Pujol lo premió años más tarde: tras los Pactos del Majestic, Vilarrubí fue el hombre que la Generalitat puso en los consejos de Telefónica —presidida por Juan Villalonga, el amigo de José María Aznar— y Antena 3 TV.


      Pero lo importante en los primeros pasos de la Administración catalana fue la adjudicación de las loterías, que se otorgan a Artur Suqué. Un cargo importante de CDC en aquellos tiempos rememora la coyuntura. «Suqué había sido compañero de clase de Jordi Pujol y, además, era de la alta sociedad. Tenía una empresa de corte de acero que le iba muy bien, además de ser consejero de Bull. Su esposa también era de la elite y tenía el Castillo de Peralada, lo que les hacía perfectos para dominar un sector que querían que fuese muy elitista. De hecho, la propiedad del castillo fue determinante». Lo cierto es que a Artur Suqué le hicieron presidente de Casinos de Cataluña y esta, a su vez, creó Luditec, una empresa en la que confluyen intereses de sociedades radicadas en Canadá, en Irlanda y en paraísos fiscales de las Islas del Canal. Luditec ganó finalmente el concurso de explotación de los tres casinos catalanes.


      En el momento de esta adjudicación, Jordi Pujol tenía sobre su mesa un exhaustivo informe sobre la empresa adjudicataria y en el mismo se explicaba que Paul Baron, el especialista contratado por Suqué para poner en marcha los casinos, era, según La Vanguardia con fecha 22 de mayo de 1988, hijastro de Marcel Francesci, uno de los jefes de la mafia corsa. Pero desde la Generalitat se consideró que esta mafia tenía pocas posibilidades de penetrar en el acorazado tejido de los negocios catalanes.


      Cuando Sellarès realizó su informe sobre el sector de los negocios no se conocía todavía en su magnitud la intrincada maraña de intereses crematísticos que se había tejido alrededor de la Generalitat: un grupo de empresarios amigos del clan Pujol —en muchos casos, socios de los hijos del presidente o, cuando menos, colaboradores— se estaba haciendo de oro. De ahí que aquel informe fuese solo preliminar. De hecho, ni siquiera mencionaba que la CARIC había dado 1.468 millones de pesetas hasta el año 1988 en créditos políticos o créditos negros incobrables. En toda la década, esa cifra aumentó hasta dejar un agujero de 2.066 millones de pesetas, o sea, un 32 por ciento del capital avalado. Y esos créditos eran controlados por Lluís Prenafeta, que no dejaba ni siquiera al consejero de Industria esa potestad. En Industria se había instalado, en los últimos años ochenta, Joan Hortalà, que en los noventa recaló como eterno presidente de la Bolsa de Barcelona, de donde nadie parece querer desalojarle.


      En el informe, evidentemente, figuraban el propio Prenafeta y Macià Alavedra, que siendo consejero de Industria tenía los únicos contadores de luz homologados por el gobierno catalán. Alavedra había creado la sociedad Metrega juntamente con Josep Garrell, diputado de CiU. El primero era propietario de Metrelec y el segundo, de EGA. Como consecuencia, fundaron Metrega. Garrell fue también asesor del consejo de administración de la televisión y la radio públicas de la Generalitat y no pagó un aval de 111,5 millones de pesetas que le había dado la Generalitat. En Metrega, Alavedra tenía como representante a Alejandro Bosch Mata, a quien también tenía en el consejo de Metrelec. La mujer de Bosch era, a su vez, socia de Marta Ferrusola en una floristería que esta tenía en la calle Balmes de Barcelona.


      Otro de los exponentes de los grandes negocios era Antoni Subirà, que fue consejero de Industria y estaba casado con una prima hermana de Jordi Pujol i Soley. Subirà había sido portavoz parlamentario de CiU en la década de los ochenta y más tarde estuvo en el centro de varias polémicas por sus negocios privados. El 26 de noviembre de 1981, Subirà creaba una compañía que daría que hablar: Fundació Catalana de Comunicació, que más tarde acogería en su seno a Cadena 13. A su lado estaban el expresidente del FC Barcelona y senador de CiU Agustí Montal; el también senador Jaume Casademont; un histórico del nacionalismo y cofundador de Convergència como Josep Espar Ticó, y Maria Àngels Vallvé, agente de cambio y bolsa y esposa de Joan Hortalà. La Fundación fue el germen para crear un pool de medios de comunicación al servicio de CDC, articulados en torno a Radio 13. Subirà estuvo posteriormente en Radio Avui y creó Productora Catalana de Tele-Vídeo, compañía que compró el antiguo Hotel Florida, en la falda del Tibidabo, para grabar en él programas. Una vez hecha la operación, Subirà alquiló las instalaciones a TV3 hasta que el edificio de Sant Joan Despí de la televisión catalana pudo acoger al personal de la misma. Por si fuera poco, dos compañías de Subirà, Puntextil y Subirà & Cía, recibieron 65 millones de pesetas en avales que nunca fueron devueltos.


      El principal crédito de Subirà fue abonado, curiosamente, en noviembre de 1989 por la empresa Inversiones y Negocios Inmobiliarios, propiedad de Felip Massot, uno de los financieros del régimen y a quien la policía señala ahora como uno de los testaferros de Artur Mas. Subirà estaba a punto de ser nombrado consejero de Industria, pero ¿quién era el guapo que le nombraba si tenía una deuda millonaria impagada que provocaría un escándalo sin precedentes, teniendo en cuenta además que era familiar del presidente de la Generalitat? Massot también adquirió unos terrenos cerca del aeropuerto de Barcelona, en el polígono Mas Blau. Eran unas tierras baldías que en septiembre de 1990 fueron recalificadas por Industria y multiplicaron su valor. Pues bien: ese era el empresario que unos meses antes había pagado la deuda del consejero que después le recalificaba las parcelas de Mas Blau. ¿Hubo un nuevo trato de favor de la familia Pujol a uno de sus empresarios mimados?


      Hubo investigación judicial del asunto. El titular del Juzgado de Instrucción número 19 de Barcelona, José Manuel Soler, emitió un auto el 25 de noviembre de 1994 inhibiéndose del caso, porque consideraba que había indicios de cohecho y pasaba el asunto al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña (TSJC), ya que había una persona aforada, que era el consejero Subirà. El escueto auto reconocía que Subirà & Cía debía 57,6 millones de pesetas a la Generalitat, procedentes de avales concedidos por la desaparecida Comisión de Ayuda a la Reconversión Industrial de Cataluña (CARIC), luego sustituida por el Instituto Catalán de Finanzas (ICF). En vísperas del nombramiento de Subirà como consejero, la deuda fue saldada, ingresando el dinero Ramon Torrellas, cuñado de Subirà, mediante una sociedad inactiva llamada Fricosa. El dinero, no obstante, procedía de las cuentas de la compañía Inversiones y Negocios Inmobiliarios, administrada por Felip Massot. El informe policial relacionaba la posterior recalificación de los terrenos con el pago de la deuda. Además, Subirà pretendió luego, aunque esta vez sin éxito, que la Feria de Barcelona se asentase en los terrenos adquiridos por Massot. El TSJC acabó archivando el caso en 1996. El auto no deja lugar a dudas:


      Aportación por Felipe Massot de una cantidad muy importante de dinero, la entrega se hace con la finalidad de ser destinada al pago de una deuda que Subirà y Cía. tenía con la Generalitat, la operación se realiza pocos días antes de ser designado el señor Subirà como consejero de Industria; el mencionado tenía conocimiento de la operación; el señor Subirà en su función de consejero desplegó un singular interés en que la ampliación de la Fira de Barcelona, se instalase en Mas Blau II [la propiedad que había comprado Massot], para lo que era preciso un cambio en la normativa urbanística de la zona a cuyo fin tomó la iniciativa y contribuyó con la influencia de su cargo político (...) y como consecuencia del cambio, se ha producido una notable revalorización de los terrenos, lo que ha supuesto un indudable beneficio para el patrimonio del señor Massot.


      El auto subrayaba que «los hechos permiten formular conjeturas en relación con la devolución de un favor. Pero las conjeturas, o suposiciones, no son bastante procesalmente para sentar una conclusión penal». Y concluía: «Después de sopesar, considera que no hay base suficiente para formar una completa convicción de la existencia del delito. El pudiera ser o es posible y demás apreciaciones similares están impregnadas de una incertidumbre y una inseguridad incompatibles con una atribución penal fundada». Pero con la serenidad que da el paso del tiempo, se perfila perfectamente la imagen de que los intereses del reducido núcleo de amigos del poder se habían enseñoreado de las prebendas oficiales.


      La sociovergencia económica


      En los años ochenta, recién llegado Jordi Pujol al poder y en pleno auge de la nueva clase empresarial catalana germinada gracias a las adjudicaciones públicas, había también otra clase directamente vinculada a la Administración que comenzaba a despuntar. Un joven prometedor, Pere Esteve, era un auténtico emprendedor. Años después llegaría a ser secretario general de CDC, de donde salió descontento de los pactos con el PP para crear su propia plataforma, Catalunya 2003, cercana a ERC. En las elecciones autonómicas de finales de ese año, se presentó coaligado con los republicanos y, en el primer gobierno del tripartito, fue nombrado por Pasqual Maragall consejero de Industria, Turismo y Consumo, aunque dimitió en 2004 por problemas de salud. Murió el 10 de junio del 2005.


      Esteve ya sabía hacer negocios en los ochenta, cuando se arrimó a la familia Pujol siendo solo un simple concejal en la cercana localidad de Tiana, donde residió toda su vida. Un alto cargo de la Convergència de entonces relata que en la década de los ochenta, las auditorías de la Generalitat iban a parar a una empresa en la que tenía intereses Pere Esteve y en la que le daba trabajo a Josep Pujol Ferrusola. «Pere llegó a JPF a través de su hermano Josep», asegura el exdirigente convergente. De todos modos, Josep encontró su propio camino de hacer dinero en los noventa, con la creación de Europraxis, que en el año 2001 vendió a Indra por una millonada.


      El 20 de diciembre de 1988 Esteve crea una empresa que se llama Promoció i Captació de Negocis S. A.. Su nombre lo dice todo. Y su objeto social lo ratificaba: mediación en toda clase de negocios de terceros, el asesoramiento profesional a inversionistas, la promoción, lanzamiento y consolidación de empresas y negocios y la dedicación, como profesionales, a «consultores» de todas las actividades. Todo así de textual. Más reveladores eran los nombres que aparecían detrás de esta sociedad: Pere Esteve, Carles Torrent Macau, Francesc Espadero Roda y Jordi Griera Roig. Un año más tarde se sumaba como accionista Jordi Fornos Assens. La compañía comienza a operar desde el primer momento bajo la denominación de GFE Associats y durante una década larga estuvo trabajando para la Administración convergente, embolsándose decenas de millones de pesetas a través de contratos públicos y adjudicaciones más que sospechosas. A mediados de 1990 llega al capital de esta compañía la firma Servicios de Gestión Tecnológica, a la que representaba Juan Gummà Bargés. En esa fecha, cesa como administrador Carles Torrent y se nombra un consejo de administración por cinco años, con Juan Gummà de presidente, Juan Gummà Maragall como secretario y como vocales el propio Pere Esteve, Carles Torrent, Jaume Bassa, Francesc Espadero y Francisco Javier Tey Feliu de la Peña.


      De repente, la sociovergencia que no era posible en la política se produce en el mundo de los negocios. Socialistas y convergentes estaban a palos en la Administración, pero se cogían de la mano para llevar el dinero al banco. Los Gummà estaban emparentados con el entonces alcalde de Barcelona, Pasqual Maragall, puesto que Juan Gummà Bargés estaba casado con una prima hermana del primer edil. Los negocios y adjudicaciones locales a la Corporació AGE, propiedad de esta familia, estaban dando que hablar en círculos políticos. Pero lo que nadie había previsto era que destacados dirigentes de Convergència se pudiesen aliar con personas directamente vinculadas a la cúpula socialista. La realidad siempre supera a la ficción.


      A pesar de esa entrada del capital socialista en la empresa convergente, se le concedieron amplios poderes a Carles Torrent y poco después se amplían a Pere Esteve y Francesc Espadero, que les son revocados a finales de 1990. En el ejercicio siguiente, la compañía entra en pérdidas y se acuerda una ampliación de capital, que suscriben las sociedades Servicios Industriales Centralizados y Servicios de Gestión Tecnológica y, a nivel individual, Pere Esteve, Carles Torrent y Pere Aguirre Gili, que oficiaba como director general de la empresa.


      Pero hay algo más curioso: el nombre de Carles Torrent apareció una década más tarde como el hombre clave del desvío de dinero desde el Palau de la Música hacia la Fundación Ramon Trias Fargas, luego rebautizada como Fundació CatDem. A partir de 1996, con Pere Esteve como secretario general de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), Torrent fue designado tesorero del partido y de la Fundación. El grupo de amigos había logrado copar el poder: Esteve en la dirección política y Torrent en la económica. Convergència estaba en sus manos, con el permiso de la familia Pujol. El tesorero firmaría luego un extraño convenio por el que el Palau de la Música pagaría a la fundación de CDC 630.554,82 euros para supuestamente gastar en actividades de carácter cultural.


      Lo que Pere Esteve hacía era asegurarse el control del flujo de dinero, ya que Torrent era un hombre de su entera confianza. De hecho, en mayo de 1988 Esteve y Torrent habían creado otra empresa junto a Marta Gironès Riera. Y se abría un nuevo misterio: Esteve, un valor en alza en CDC, junto a Torrent… y la cuñada de Jordi Pujol Ferrusola en una extraña sociedad. Se trataba de Servi Catalunya S. A., cuyo objeto social era la importación y exportación de mercancías de toda clase (sic), la intermediación en operaciones de comercio nacional e internacional y venta al por mayor y al detalle de mercancías de todo tipo (sic). Dos años más tarde, vendían la compañía.


      Esteve ya tenía experiencia en alianzas «estratégicas». En 1986, había creado la compañía FARC, dedicada a la realización de estudios, junto a Jordi Pujol Ferrusola y a Lluïsa Mas. Su fino olfato le había llevado, paradójicamente, a aliarse con el «hijo del jefe», o sea, el hijo del hombre que más mandaba en Cataluña, y con la esposa del segundo hombre que más mandaba, es decir, de Lluís Prenafeta, entonces todopoderoso secretario general de la Presidencia. No había en esta estrategia azar ninguno, sino que todo era fruto de un plan milimétricamente trazado por el que acabaría llevando las riendas de Convergència diez años más tarde. En el consejo introdujo también a Jordi Griera, un ingeniero industrial metido en mil negocios, con el que también se alió en GFE Associats.


      En 1989 los avispados negociantes vendieron la empresa FARC a Control y Aplicaciones (CAE), que a partir de entonces comenzó a cosechar adjudicaciones. CAE había construido el búnker secreto de La Moncloa pero no acababa de penetrar en Cataluña, a pesar de que los Juegos Olímpicos estaban encima y había un suculento pastel de obra pública por repartir. Al tiempo que compraba FARC, abría sucursal en la Zona Franca de Barcelona y a la inauguración de esas instalaciones acudió, paradójicamente, el presidente de la Generalitat de Cataluña, Jordi Pujol, a pesar de que la compañía apenas operaba en este territorio. A partir de ese momento, el volumen de sus contratos con la Administración autonómica creció exponencialmente: jamás había tenido contratos públicos y, en los tres años siguientes, facturó al gobierno catalán 550 millones de pesetas. Pero el precio de la venta de FARC fue siempre uno de los secretos mejor guardados.


      Pere Esteve supo hacer negocios. En los años noventa, su empresa GFE Associats facturó decenas de millones de pesetas a la Generalitat en concepto de estudios de lo más diverso. Uno de los más caros fue un dossier de 1993 titulado «Proyecto de navegabilidad del río Ebro», que costó a las arcas públicas 5.926.875 pesetas. O sea, más de 35.600 euros de aquellos años. En 1994, el Departamento de Presidencia le concedió seis contratos por valor de 25 millones de pesetas. Eran estudios turísticos e industriales. Incluso se le encargó realizar otro sobre la viabilidad de un ateneo. Los siguientes años, la compañía de Esteve, del hijo de Pujol y del primo de Maragall siguió lucrándose impunemente con adjudicaciones de la Generalitat. El Instituto Catalán de la Energía (ICAEN) le pagó más de 8,6 millones de pesetas en 1997 por hacer informes sobre el Plan de Ahorro del Agua. En el año 2000, GFE todavía facturó a Política Territorial y Obras Públicas casi 5 millones de pesetas por un solo informe. Esta consejería estaba entonces en manos de Felip Puig, compañero de colegio de Jordi Pujol Ferrusola y hermano del socio de este en varias compañías. Un nuevo sector endogámico de los negocios acababa de aparecer para tomar el relevo de los anteriores.


      La connivencia de la política con el poder fue mucho más profunda en la Cataluña del pujolismo desbocado y triunfante. El 18 de marzo de 1990 Miquel Sellarès publicaba un crítico artículo en el diario El País bajo el título «La acción ejemplarizante hacia Prenafeta», cuyo cese ya se había anunciado. En él, afirmaba:


      Lluís Prenafeta no tiene importancia en sí mismo, sino por el hecho de que, a la sombra del poder y la credibilidad del presidente Pujol, ha tejido una tupida red de influencias, complicidades, miedos… y, claro está, intereses que le han permitido gozar de un poder impensable en su cargo de secretario general de la Presidencia.


      El artículo tenía incluso rasgos clarividentes:


      Desde hacía años, el militante de base de Convergència i Unió tenía que ver el protagonismo de este personaje y la mayoría de escándalos políticos que aparecían en la prensa y muchos de ellos se preguntaban si estaban colaborando a construir Cataluña o los intereses de determinados señores.


      El peso pesado de Convergència justificaba claramente que se defenestrase a Prenafeta como secretario general de la Presidencia y se atrevía a plantar cara a su protector, Jordi Pujol:


      Esperemos que este sea el principio de un cambio, de unas nuevas formas, donde la estrategia Prenafeta de la presión, el miedo o la compra de plumas y estómagos agradecidos o grandes campañas de marketing no sean la norma de actuación. No se trata únicamente del cambio de una persona, sino de generar en Cataluña un nuevo estilo para una nueva concepción de la política.


      Sellarès se equivocó. Cambió la persona, pero no cambiaron las formas. Es más: se hicieron más sibilinas y el clan Pujol consolidó sus negocios a la sombra del patriarca durante los siguientes años.


      Prenafeta salió de la Generalitat por la puerta de atrás. Pero salió a hombros. El propio Pujol lo sacó a hombros porque le debía mucho. Hay un episodio que pasó totalmente desapercibido y que es preciso recordar. El 11 de diciembre de 1987 la sociedad José Ferrusola cambia de nombre y pasa a llamarse Geset Afers. Esta compañía textil había sido constituida el 23 de marzo de 1972 por la familia Ferrusola Lladós, es decir, los suegros de Jordi Pujol i Soley, y sus tres hijos, Marta, José y Carmen María.


      La crisis textil de los años ochenta hizo mella en su cuenta de resultados y en 1986 tuvo que reducir capital por pérdidas. Es entonces cuando la familia del escudero Prenafeta acude en auxilio de los Ferrusola. Los Prenafeta comienzan a inyectar dinero los siguientes años: primero, 25 millones, pero es insuficiente. El 3 de febrero de 1988, Tipel, el buque insignia de los Prenafeta, suscribe íntegramente un aumento de capital de 16 millones de pesetas, y el 19 de febrero siguiente suscribe casi íntegramente otro aumento de 37 millones, pero en esta ocasión a través de la compañía Negocios Asociados S. A. (Nasa). En diciembre de 1990, Tipel tiene que suscribir otra vez una ampliación de 100 millones, que compensa con cuatro créditos que le había dado a Geset Afers entre 1987 y 1989. De este modo, no desembolsó nada, pero dio por perdidos los créditos concedidos por esa cantidad. En septiembre de 1991 vuelve a suscribir otra ampliación de 300 millones de pesetas, compensados por créditos concedidos desde 1988 y por intereses acumulados.


      En total, pues, los Prenafeta salvaron la compañía de la esposa del presidente catalán (en cuyo consejo de administración se sentaron Marta Ferrusola y su hijo Josep Pujol Ferrusola), inyectándole casi 450 millones de pesetas. Esta sangría hizo mella en el grupo peletero de los Prenafeta, la crisis del sector agravó la situación y la estrategia de internacionalización y expansión (llegó a comprar la gallega Picusa, que fue privatizada tras ser expropiada junto con el grupo Rumasa) fracasó estrepitosamente.


      A finales de 1992, Pujol maniobra para salvar la compañía de su escudero y logra que un pool de empresarios se haga con el 24 por ciento de la peletera a través de Unitron Ibérica: los más conocidos son Pedro Olabarría y Carles Sumarroca, que ya se había convertido en uno de los mayores adjudicatarios de obra pública de la Generalitat. «Les pidieron desde el gobierno ayuda para que apoyasen a Tipel», rememora un empresario socio de Olabarría y que, como él, metió dinero y lo perdió en la aventura. A su consejo llegó también otro conocido convergente: Carles Vilarrubí, un hombre de confianza de Pujol. No fue suficiente. Ante la operación, los Prenafeta fusionaron Tipel con Picusa, con lo que el paquete de los advenedizos quedó reducido al 6 por ciento y la familia del Rasputín de la Generalitat pasó a controlar el 40 por ciento. El 5 de abril de 1994 Tipel presentaba suspensión de pagos, con un activo de 11.064 millones y un pasivo de 8.445 millones de pesetas. De ellos, casi 400 millones provenían de la Administración, de créditos pendientes de devolver. Curiosamente, la cantidad que Tipel había inyectado en Geset Afers la había recibido de la CARIC vía avales. El fiscal general del Estado había abierto diligencias, pero el Instituto Catalán de Finanzas (ICF), organismo público del gobierno catalán, las obvió y concedió una línea de financiación de más de 1.000 millones de pesetas para que pudiese salvar sus plantas de Mora d’Ebre, en Tarragona, y de Padrón, en La Coruña. Finalmente, en abril de 1995, la peletera presentó expediente de quiebra.


      La impunidad


      Las ayudas públicas a empresas otorgadas a finales de los ochenta y principios de los noventa fueron articuladas a través de la Comisión de Ayuda a la Reconversión Industrial de Cataluña (CARIC), un organismo que concedía créditos con dudosos criterios. Jordi Pujol estaba actuando igual que lo había hecho con Banca Catalana. Cuentan los que trabajaron en la entidad bancaria que había determinados créditos en los que se anotaban unas siglas: PC; y eran indenegables. Se habían de otorgar obligatoriamente. En el argot interno del banco, las siglas significaban «Por Cataluña». De ahí que también fuesen conocidos como créditos patrióticos. Cuando la CARIC hacía lo mismo y regaba de millones los bolsillos de los amigos, también se hablaba de los créditos PC. Eran interpretados como los créditos que había que dar «por cojones».


      La CARIC fue uno de los despropósitos más grandes del gobierno catalán que comenzó a construir Jordi Pujol en los años ochenta. Fue un instrumento para perder dinero. O mejor, para regalárselo a los amigos. Solo había que pedir un crédito y no pagar. Era un auténtico chollo. Su control estaba en Presidencia. Era el secretario general, Lluís Prenafeta, quien seguía con lupa el circuito del dinero. Prenafeta era el Rasputín de la Generalitat, el urdidor de complots y el «hombre malo» del gobierno. Los socialistas machacaron parlamentariamente al gobierno con la sospechosa gestión de la CARIC, pero jamás consiguieron nada. El Juzgado de Instrucción número 19 de Barcelona investigó el caso de los avales dudosos, archivándolo enseguida. El empresario Carlos Ódena Savall obligó a reabrirlo a finales de 1993. Con un PSOE en minoría, que gobernaba gracias al apoyo de Minoría Catalana, el fiscal general del Estado, Eligio Hernández, no mostró mucho interés. Hizo un flojo informe donde decía que no había delito en la gestión de los avales de la Generalitat, aunque detectaba «aromas de corrupción».


      El 6 de enero de 2015, en un artículo de opinión titulado «Los “paraísos fiscales” pujolistas», el que fuera fiscal jefe de Cataluña y posteriormente fiscal Anticorrupción, Carlos Jiménez Villarejo, se refería a la imputación realizada por el juez de la Audiencia Nacional Pablo Ruz de Macià Alavedra y Lluís Prenafeta por corrupción, tráfico de influencias, cohecho y blanqueo de capitales. El procesamiento había tenido lugar el 18 de diciembre de 2014. Recordaba Villarejo:


      Durante el ejercicio de sus cargos públicos, gracias al apoyo de los fiscales generales del Estado, del PSOE, la fiscalía no pudo emprender acciones penales contra ellos. Fue particularmente grave el manto de impunidad que cubrió la presunta malversación de los fondos públicos de la CARIC que justificaba una persecución penal de Alavedra y once consejeros más. La realidad era más que evidente. Una parte de los fondos de dicha entidad —los llamados avales— se destinó, en condiciones muy ventajosas, a sociedades vinculadas a consejeros o altos cargos de la Generalitat, fondos que finalmente no fueron reintegrados, causando un grave perjuicio al erario público autonómico.


      Villarejo obviaba, claro, que la doctrina fundamental del pujolismo se basa en el principio de que el fin justifica los medios. Decía Friedrich Hayek, premio Nobel de Economía, que el principio de que el fin justifica los medios se considera en la ética individualista como la negación de toda moral social. Por ese camino comenzó a discurrir la gestión oficial del gobierno autonómico en 1980 y por ese cauce sigue discurriendo tres décadas y media después. Han cambiado las caras, pero no los modos.


      El núcleo duro de Convergència es devoto del liberalismo predicado por Hayek, cuyas teorías se contraponían a las de John Maynard Keynes. Los prebostes convergentes, además, habían formado un lobby en torno al Grup Hayek, que celebraba frecuentes cenas y encuentros con los profetas de la nueva Convergència. Estos actos eran profusamente publicitados por el partido y en su estructura se colocaron dirigentes del mismo o de la Fundació Catalunya Oberta, el think tank de CDC para marcar la hoja de ruta soberanista.









